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Ref: Observ;;lclones a la excepción preliminar
ínterpuest<> por el Estado peruano
CDH-12.357/030
Caso Integrantes de la Asociación de Cesantes
y Jubilados de la Contraloría General de la
República vs. Perú

De nuestra mayor consideración:

En respuesta a su comunicación del 10 de septiembre de 2008,
mediante la cual informó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante
"la Comisión", "la Comisión Interamericana" o "la CIDH") y al representante de las víctimas
sobre la posibilidad de "presentar alegatos escritos sobre la excepción preliminar
Interpuesta por el Ilustrado Estado", de confol1Tlidad con el articulo 37.4 del Reglamento de
la Corte Interamerícana de Derechos Humanos (en adelante "la Corte Interamericana" o "la
Honorable Corte"), de manera atenta, me pel1Tlito presentar a esta Honorable Corte los
alegatos de los integrantes de la AsociacIón de Cesantes y Jubilados de la Contraloría
General de la República del Perú (en adelante "la Asociación" o "la Asociación de Cesantes y
Jubilados" o "la Asociación de Cesantes y Jubilados de la CGR") relativos al cuestionamlento
formulado por el Estado peruano en tomo a la competencia de la Corte Interamericana para
Interpretar y aplicar la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante
"Convencion Americana" o "CADH") en el presente caso.

En este escrito se hará, ,en primer lugar, i) una presentación del marco
fáctico del presente caso, según la demanda presentada ante la Honorable Corte por la
Comisión Interamericana. Se hará referencia, asimismo, 11) a las razones por las que esta
Corte tiene plena competencia para interpretar y aplicar, en este caso, todos los artículos de
la Convención Americana, Incluido su artículo 26; y 11I) a la existencia de precedentes de
casos decididos por la Honorable Corte respecto de Perú con el mismo patrón fáctico del
caso que ahora se somete a consideración de la Corte.

. En el presente escrlto nos referiremos, asimismo, Iv) al
cuestionamiÉmto que hace el Estado en tomo a la protección indirecta de derechos por el
slsterf,a Interamericano de protección de los derechos humanos, y especialmente en relación
con casos relacionados con la protección indirecta de derechos amparados por una
sentencia judicial. Aclararemos, además, que v) en el escrito de solicitudes, argumentos y
pruebas no se ha pedido a la Corte que declare violaciones del Protocolo de San Salvador;
para terminar con vi) una referencia al alcance y significado de la protección de los derechos
económicos, sociales y culturales en el Sistema Interamericano de Protección de Derechos
Humanos.
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1. Según la demanda interpuesta ante la Honorable Corte por la Comisión
Interamericana, el caso de la Asociación de cesantes y jubilados de la CGR
es uno de incumplimiento de s..ntencias judiciales

Como se lee en su demanda, la Comisión decidió someter el caso de la Asociación a
consideradón de la Honorable COrte "en vista del incumplimiento de sentencias judiciales
del Tribunal Constitucional de Perú de fechas 21 de octubre de 1997 y 26 de enero de 2001
que ordenan "que la Contraloría General de la República cumpla con abonar a los
Integrantes de la Asociación actora las remuneraciones, gratificaciones y bonificaciones que
perciben los servidores en actividad de la citada Contraloría que desempeñen cargos
Idénticos, similares o equivalentes a los que tuvieron los cesantes O jubilados" respecto de
273 integrantes de la Asociación de cesantes y Jubilados de la CGR" (párrs. 1 y 8 de la
demanda).

La CIDH especificó que el incumplimiento de sentencias es parcial, habida cuenta de
que si bien es cierto el Estado cumplió con un extremo de las sentencias "al nivelar las
pensiones de las víctimas a partir de noviembre de 2002, no ha cumplido con restituir los
montos pensionarios retenidos desde el mes de abril del año 1993 hasta octubre de 2002"
(párr. 8 de la demanda).

Para la Comisión es importante someter este caso ante la Corte "puesto que han
transcurrido más de diez años desde la primera sentencia del Tribunal Constitucional de 21
de octubre de 1997 que ordenó al Estado pagar las pensiones nivelables a favor de las
víctimas sin que el Estado haya cumplido con su deber respecto de la restitución de los
montos pensionarios retenidos a las víctimas desde el mes de abril del año 1993 hasta
octubre de 2002" (párr. 6 de la demanda).

Queda claro, entonces, que el marco fáctico del caso de la Asociación de Cesantes y
Jubilados de la CGR, según la demanda de la Comisión Interamerlcana, se refiere al
incumplimiento de sentencias judiciales que adquirieron autoridad de cosa juzgada en el
derecho interno peruano y que han permanecido Incumplidas parcialmente por más de diez
años.

El Estado, en el escrito en comento, objeta· ·Ia competencia de la Corte "por la
materia controvertida". El representante de las víctimas considera que el Estado ha
entendido de manera Inadecuada cual es la materia> objeto de controversia ante la
Honorable Corte en el presente caso. Como queda claro áe la lectura de los primeros ocho
párrafos de la demanda de la Comisión Interamelicana, la materia objeto de controverSia en
este caso consiste en establecer si el Estaáo peruano ha Incurrido en responsabilidad
internacional al Incumplir dos sentencias judiciales proferidas por los tribunales peruanos en
favor de las víctimas hace más de diez años.

COmo ha señalado la Honorable Corte en su jurisprudencia, los hechos objeto del
proc<¡¡so ante la Corte son aquellos planteados por la Comisión en su demanda, los cuales
pueden ser explicados o aclarados por las víctimas o sus representantes en el escrito de
solicitudes, argumentos y pruebas'.

En consecuencia, en el presente caso, los hechos objeto del proceso ante la Corte no
son otros diferentes a los planteados por la Comisión en su demanda. La representación de
las víctimas, en su escrito de argumentos, solicitudes y pruebas, de conformidad con la
jurisprudencia mencionada, ha explicado y aclarado el marco fáctico de la demanda,

I Corte IDH. Caso Cinco Pensionistas vs. Pero.. Senteneia de 28 de febrero de 2003. Serie e No 98, párr. 153.
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mediante referencias i) al contexto político del país desde que ocurrieron las violaciones de
los derechos amparados judicialmente hasta la fecha, lo que incluye una referencia a la
práctica generalizada de incumplimiento de sentencias en el Perú, ii) al contenido de las
sentencias del Tribunai Constitucional cuyo incumplimiento se alega y iii) a las gestiones
realizadas por los cesantes y jubilados para buscar el cumplimiento de las sentencias que
los favorecieron. Con estas aclaraciones y precisiones la representación de las víctimas
busca dar más detalles a la Corte Interamericana sobre el Incumplimiento de las sentencias
del Tribunal Constitucional y el contexto que lo ilustra. Estas aclaraciones y precisiones no
tienen ni la Intención ni la capacidad de alterar el marco fáctico sometido a consideración de
la Corte por la Comisión.

En virtud de lo anterior, resulta claro que 105 hechos a establecer por la Honorable
Corte en este caso se refieren al Incumplimiento parcial, por más de diez años, de dos
sentencias judiciales con autoridad de cosa juzgada, proferidas por tribunales peruanos: las
adoptadas por el Tribunal Constitucional de Perú el 21 de octubre de 1997 y el 26 de enero
de 2001.

2. La Honorable Corte tiene lXJmpetencía para Interpretar y aplicar todos los
articulas de la Convención Americana, Incluido el artículo 26, que se refiere
a los derechos económicos, sociaies y culturales

Según el artículo 62.3 de la Convención Americana, la Corte "tiene competencia para
conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de las disposiciones de
esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados partes en el caso hayan
reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en
los incisos anteriores, Ora por convenclón'especlal".

Esta norma de atribución de competencia, no excluye de la Interpretación y
aplicación ningÚn derecho o disposición de la Convención Americana. Por tanto, debe
entenderse que todos sus artículos y capítulos, desde el primero hasta el último, son
susceptibles de ser Interpretados por la Corte al ejercer su competencia contenciosa para
pronunciarse sobre los casos que Sean sometidos a su conocimiento respecto de los Estados
que han reconocido su competencia.

En cuanto a la condición que debe verificarse para que la Corte adquiera
competencia respecto de un Estado en concreto; eS decir, el reconocimiento de competencia
por parte de un Estado Parte de la Convención', es preciso recordar que el Perú eS Estado
Parte de la Convención Americana desde que depositó el Instrumento de ratificación, el 28
de julio de 1978, y que reconoció la competencia contenciosa de la Corte el 21 de enero de
1981, sin ningún tipo de reserva o declaración interpretativa que hubiera tenido la intención
de excluir de la competencia de la Corte alguno de sus artículos o disposiciones. Como
señalé esta Honorable Corte en el caso castillo Petrvzzl y otros vs. Perú, respecto del
cuestionamiento que hizo el Estado en ese entonces sobre la jurisdicción de la Corte, "[a]1
constituirse como Estado Parte en la Convención, el Perú admitió la competencia de los
órganos del sistema Interamericano de protección de los derechos humanos, y por ende se
obligó, también en ejercicio de su soberanía, a participar en los procedimientos ante la

2 Convención Americana sobre Derechos Humanos, articulo 62.1: ~'Todo Estado parte puede) en el momento del
depósito de su instrumento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior,
declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial. la competencÍa de la Cone
sobre todos los casos relatívos a la interpretación Oaplicación de esta Convención",
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Comisión y la Corte y asumir las obligaciones que derivan de éstos y, en general, de la
aplicación de la Convención"'.

En enero de 2001, cuando el Estado peruano retiró la declaración de retiro de
reconocimiento de la cláusula facultativa de sometimiento a la competencia contenciosa de
la Corte - que habla sido presentada el 8 de julio de 1999 - y restableció su sometimiento a
la jurisdicción de la Corte, tampoco expresó voluntad de excluir de dicha competencia
alguno de los articulos o disposiciones de la Convención Americana.

Por tanto, a partir de las manifestaciones de voluntad del Estado peruano ante la
Secretarfa General de la OEA, al depositar el instrumento de ratificación de la Convención y
al reconocer la competencia contenciosa de la Corte, debe entenderse que Perú se ha
sometido a la jurisdicción de la Corte para que ésta Interprete y aplique todos los artículos
de la Convención Americana, sin excePción alguna. Y, como dijo esta Honorable Corte en el
caso Ivcher Bronstein vs. Perú, a pesar de su carácter facultativo, "la declaración de
aceptación de la competencia contenciosa de un tribunal Internacional, una vez efectuada,
no autoriza al Estado a cambiar posteriormente su contenido y alcance, como bien
entienda,,4.

En consecuencia, la representación de las vlctimas considera que la Corte tiene
competencia para Interpretar y aplicar el capitulo In de la Parte I de la Convención
Americana, que se refiere a los derechos económicos, sociales y culturales, que es el
capítulo que contiene al artículo 26, que se encuentra presidido por el títUlo "Desarrollo
progresivo",

La representación de las víctimas considera, por lo anterior, que no le asiste la razón
al Estado cuando afirma que "confonne a los tratados que regulan el Sistema
Interamericano de derechos humanos de la Organización de Estados Americanos, la Corte
carece de competencia para conocer en sede jurisdiccional de derechos de naturaleza
económica social o cultural". Por el contrario, sostenemos que el capítulo III de la Parte 1
(que Incluye el artículo 26 de la Convención) faculta plenamente a la Corte para interpretar
el significado del compromiso relativo a los derechos económicos, sociales y culturales, que
los Estados plasmaron en el artículo 26 de la Convención Americana y, en este sentido, fijar
el alcance de las obligaciones generales de respeto y garantía y de adecuación normativa,
respecto de los derechos económicos, sociales y culturales .. ,

Al respecto, el Juez y ex Presidente de esta misma Honorable Corte, Dr. Sergio
García Ramírez, ha señalado que "el artículo 26 contempla derechos y U[t]odos los derechos
[ ... ] contenidos en el pacto de San José y aceptados por los Estados [ ... ] se hallan sujetos al
régimen general de superviSión y decisión, o dicho de otra manera, a los "medios de
protección"s. Ello, fundamentalmente, porque las obligaciones generales de respeto y
garantía contenidas en los artículos 1 y 2 de la Convención están referidas a todos los
derechos consagrados en la ConVención, y no solo aquellos que figuran en el capítulo Ir de
la mlsroa, tal COmo parece entender el Estado.

) Corte IDH. Caso Castillo Petrozzí y otros VS~ Pero. Sentencia de 4 de septiembre de 1998. Excepciones
.Preliminares. Serie e N° 41, párr. 102.

.:1 Corte lDH. Caso Caso lvcher Bronstein 'Vs. Perú_ Competencia. Sentencia de 24 de septiembre de 1999. Serie e
N° 54, párr. 53. En el mismo sentido, Cfr.) Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional. Competencia. Sentencia
del 24 de septiembre de 1999. Serie e N° 55, párT. 52.
5 Oarcía Ramírez, Sergio~ ~'Protecci6n jurisdiccional internacional de los derechos económicos, sociales y
culturales", en Cuestiones Constitucfona/es, No 9, fustituto de Investigaciones Juridicas de la UNAM. Revísta
Mexicana de Derecho ConstitucionaI~juIio-d¡cíembre203. p~ .139 Y 14].
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Por lo demás, como Se recordará, en su sentencia sobre el fondo y las reparaciones
en el caso Cinco Pensionistas vs. Perú, en el que tanto la Comisión COmo los representantes
de las víctimas alegaron la violación del artículo 26, la Honorable corte formuló algunas
consideraciones sobre este artículo, que no hubiera realizado de haber considerado que
carecía de competencia para ello.

3. La Honorable Corte ha decidido casos con el mismo o similar patrón fáctIco
del que ahora se somete a su consideración

En su jurisprudencia sobre el Perú, la Honorable Corte ha tenido ocasión de decidir
otros casos con el mismo o similar patrón fáctico del que ahora se somete a consideración
de la Corte. En febrero de 2006 resolvió el caso AcevecJo Jaramlffo y otros vs. Perú, referido
al incumplimiento de 24 sentencias emitidas entre 1996 y 2000 por jueces dé Lima de la
Carie Superior de Justicia de Uma, y del Tribunal constitucional, por vía de amparo6; y en
febrero de 2003 decidió el caso Cinco PensIonistas vs. Perú, relacionado con la modificación
en el régimen de pensiones de los peticionarios y con "el incumplimiento de las sentencias
de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal Constitucional del Perú "que ordenaron a
órganos del Estado peruano pagar a los pensionistas una pensión por un monto calculado de
la manera establecida en la legislación vigente para el momento en que éstos comenzaron a
disfrutar de un determinado régimen pensionario""?

En ambos casos la Comisión planteó violaciones del derecho a la protección judicial
(artículo 2S de la Convención) y en ambos la Corte encontró que este derecho había sido
violado por el Estado peruano debido al incumplimiento de sentencias judiciales de los
tribunales Internos que habían amparado derechos laborales·, en el caso Acevedo Jaramiflo,
y derechos pensionarios·, en el caso Cinco Pensionistas. En este último caso, la Comisión
planteó, además, la violación del derecho a la propiedad (artículo 21 de la Convención) y la
Corte encontró que este derecho había sido violadolO•

Es ·Claro, entonces, que la Corte ha declarado anteriormente violaciones de los
artfculos 2S y 21 de la Convención derivadas del incumplimiento de sentencIas judiciales
proferIdas por tribunales peruanos.

.>

Con relación a las violaciones del artíCUlo 26, en los dos casos mencionados la
representación de las víctimas alegó violaciones de este artículo y la Comisión hizo lo propio
en el caso Cinco Pensionistas. En ninguno de los dos casos la Corte encontró limitaciones a
su competencia para pronunciarse sobre el artícUlo 26, aunque no declaró violaciones del
mismo. En el caso Cinco Pensionistas, por consIderar que el desarrollo progresivo se debe

• Cone tDH. Caso Acevedo Jarami/lo y otras vs. Pen" Sentencia de 7 de febrero de 2006. Serie C No 144, párrs. 2 y
215.
7 Corte IDH. Caso Cinco Pensionisras V$. Pení. Cit. párr. 2.
8 Cfr~ Corte [DH. Caso Acevedo Jarami!lo y otros VS. Perú. Cit.~ párr. 277: "este Tribunal concluye que el Estado
vioJó el derecho a fa protección judicial consagrado en el articulo 25.1 y 25.2_c) de la Convención Americana e
incumplió la obligación general de respetar y garantizar los derechos y libertades establecida en el artículo 1.1 de la
misma. en perjuicio de las personas indicadas [._.) por no cumplir las sentencias emitidas por fa Sala Constitucional
~ Ja Sala Corporativa Transitoria Especializada de: Derecho Público~'.

Cfr. Corte IDH. Caso Cinco Pensionistas vs_ Pení. Cit., párr. 141: "este Tribunal considera que el Estado violó el
artículo 25 de la Convención Americana, [ .. -J al no ejecutar las sentencias emitidas por la Sala de Derecho
Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia del Perú sino después de casi ocho afios de dictadas éstas".
lO Cfi'. Corte IDR. Caso Cinco Pensiom);tas vs. Perú_ Cit.. párrs~ 102 Y 103.
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medir sobre el conjunto de la población", y en el caso Acevedo Jaramlllo porque ya se había
referido a las graves consecuencias que tuvo el incumplimiento de las sentencias para los
derechos laborales protegidos por éstas".

La representación de las víctimas considera Que si el caso sometido a consideración
de ia Corte responde al mismo ° similar patrón fáctico de casos previamente decididos por
el Tribunal, para cuyo conocimiento y decisión la Corte consideró Que tenía competencia, de
la misma manera y por las mismas razones, la Corte es competente para conocer casos
siguientes donde el debate fáctico y jurídico <:os el mismo. Es decir, donde lo que se debate
es el Incumplimiento de sentencias judiclal<:os que tienen autoridad de cosa juzgada y se
alega Que este incumplimiento implica violaciones de los artículos 21, 25.2.c, y 26.,

¡
4. El derecho a la protección judicial Implica necesariamente la protección

indirecta de los derechos amparad!:>", por las sentencias judiciales.
! -

El Estado en el escrito presentado ~nte la Corte parece cuestionar la protección
indirecta de los derechos amparados por una, sentencia judicial¡ en este caso, la protección

. del derecho a la pensión mediante el cumplimiento de las sentencias de tribunales Internos
que ampararon dichos derechos. En efecto, el Estado afirma que "los derechos
supuestamente vulnerados por el Estado; son derechos pensionarios, concretamente
nivelación de pensiones conforme al réglmen¡ específico del DL 20530, conforme lo sei'ialan
escuetamente la Comisión y en amplitud CEqAL en su demanda y escrito autónomo, en tal
supuesto estañamos en una situación de rebase del ámbito de competencia de la Honorable
Corte,,1.3. : .

I
La representación de las víctimas considera Que lo sostenido por el Estado desconoce

la jurisprudencia de la Corte Interamerlcana así como la esencia del derecho a la protección
judicial. Sobre lo primero, la jurisprudencia d<i la Corte cuenta con varios casos en 105 Que la
protección de un derecho convencional perT)"llte la protección de otro u otros derechos,
Incluso cuando estos otros no gozan de protección convencional.

!
En el caso de las niñas Yean y 80sico Js. República Oomlnlcanal<, la Corte protegió el

derecho a la nacionalidad de las nii'ias, lo cual implicó, en ia práctica, una protección del
derecho a la educación, habida cuenta que la negativa del Estado a expedirles actas de
nacimiento le había Impedido a una de ellas asistir a l~ escuela en la jornada que le
correspondía, dado que requería para ello su documento de Identidad., ..,

A su vez, en el caso del Centro de Reeducación del Menor vs. paraguay'5, la
protección de los derechos a la vida y a la int~gridad personal de los menores y el derecho a
gozar de condiciones dignas de detención im¡:ilicó una protección de los derechos a la salud
y a la educación de los menores cuando se encuentren en establecimientos carceiarios o en
centros de detención de menores.

J

¡
" Corte IDH. Caso Cinco Pensionistas vs. Perú. Cit.• párr! 147.
12 CO,rte roR. Caso Acevedo Jaramillo yo/ros vs. Perú. C~'t.~ párr. 285.

, 13 Escrito de excepción preJjminar~contestación de la deman'da y observaciones al escrito de solicitudes, argumentos
y pruebas en el caso Integrantes de fa Asociación de Cesa~tesy Jubilados de la Contraloría General de la República,
p,ág.6. ¡

4 Corte IDH. Caso de las Niñas Yean y Bosico Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo,
ReParaciones y Costas_ Sentencia de 8 de septiembre de :i~S. serie e No. 130
15 Corte rOH. Caso "Instituto de Reeducaci6n del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo,
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2~4. Serie CNo. 112.
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En su jurisprudencia sobre los derechos de los pueblos indigenas, la Corte ha
protegido el derecho de los pueblos indígenas a una vida digna, entendida como el derecho
a gozar de condiciones alimenticias, médicas y sanitarias, al proteger el derecho de los
pueblos Indígenas a la propiedad comunal de la tierra, en contextos en que los Estados no
han cumplido su obligación de delimitar y demarcar los territorios indígenas.

En cuanto a lo segundo, es decir, a la esencia del derecho a la protección judicial, si
bien este es un aspecto relacionado con el contenido y alcance del deber de los Estados de
asegurar el cumplimiento de las sentencias'·, yen esa medida es un asunto relacionado con
el fondo del caso, es preciso recordar que el sentido de exigir a los Estados el cumplimiento
de las sentencias de sus tribunales y jueces es' justamente hacer cumplir la sentencia para
garantizar la protección del derecho amparado por la decisión judicial, que puede ser un
derecho de cualquier naturaleza, es decir, civil, político, económico, social o cultural.

En consecuencia, la protección del d~recho a que se cumplan las sentencias que
estimen procedente un recurso implica necesarl,amente una protección Indirecta del derecho
protegido por la sentencia. Tanto es ello así, que esta Honorable Corte, en el caso Acevedo
Jaramiflo vs. Perú consideró que "las violaCiones por el incumplimiento de sentencias
declaradas preViamente en este capítulo son 'paÍ1:iculannente graves, ya que Implicaron que
durante muchos años se afectaron derechos laborales amparados en las mismas"17. En otras
palabras, la Corte Interamericana, a('proi:óager el derecho a la protección judicial,
desconocido con el incumplimiento de sentehcias judiciales, protege indirectamente los
derechos que han sido amparados por la sentencia cuyo incumplimiento se alega. Así lo ha
hecho anteriormente en los casos Cinco Perisíonistas, Cesti Hurtado y Acevedo Jaramlllo, en
los que la protección del derecho a la' 'protección judicial (artículo 25 de la Convención)
implicó amparar indirectamente el dereélio"¡:' 'la pensión, el derecho a la libertad, y los
derechos laborales protegidos por las sentencias' cuyo incumplimiento total o parcial o
inapropiado fue el objeto de controversia aritida Corte.

La representación de las víctimaS,C()nSid~ra,en sintonía con la jurisprudencia de la
Corte, que la protección de los derechos ampi'lrádos por los tribunales Internos, sean estos
civiles, políticos, económicos, sociales O cúlturales, es una consecuencia necesaria de la
protección que otorga la Convención frente á sentencias Incumplidas, que no enerva en
absoluto la competencia de la Corte InteramericilOa para conocer sobre las violaciones del
artículo 25 de la Convención. ,.

5. La Asociación de Cesantes y JubilaetPlI 'de la CGR no ha pedido a la Honorable
Corte que establezca violaciones del Protocolo de San Salvador

El Estado parece entender, de manéra équivocada, que la representación de las
víctimas ha solicItado a la Corte que declare 'la violación por parte del Estado peruano de
derechos consagrados en el Protocolo de San Salvador sobre los cuales la Corte no tiene
competencia para pronunciarse, como el derecho a' la seguridad social consagrado en su
artícl1llo 9. En efecto, el Estado afinna que "las demandas que formule la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos, pIdiendo protección de derechos económicos,

16 Convención Americana sobre Derechos Humanos, ~rtrc""lo 25: l. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo
y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que
violen sus derechos fundamentales reconocidos por Ja'Consiitución~la ley o la presente Convención, aun cuando tal
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados Partes se
comprometen; [••.] e) a garantizar el cumplimiento, pOr las' autoridades competentes, de toda decísí6n cm que se haya
estimado procedente el recurso" _ .
17 Corte IDH. Caso Acevedo Jaramillo y otros vs. P~. C.it.• párr. 278.
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sociales y culturales, ante la Corte Interamerlcana de Derechos Humanos, solo pueden estar
referid[a}s a derechos sindicales o de educación, nunca de seguridad social".

La representación de las víctimas tiene conocimiento que el artículo 19.6 del
Protocolo de San Salvador faculta a la Corte únicamente para declarar violaciones del
de~echo a la educacíón y de los derechos sindicales, consagrados respectivamente en los
artlculos 13 y 8.a. de dicho instrumento. En este sentido, la representación de las víctimas
no ha solicitado a la Honorable Corte que en el caso de la Asociación establezca la violación
de derechos contenidos en el Protocolo de San Salvador respecto de los cuales los Estados
Parte no le han otorgado competencia contenciosa a la corte. En el escrito de solicitudes,
argumentos y pruebas, lo que la representación· de las víctimas le ha solicitado a la Corte es
que concluya que en el presente caso se configura una violación del ~rtículo 26 de la
Convención, para cuya interpretación y aplicación si tiene plena competencia.

Para interpretar el contenido del artíix,¡:o 26, la Honorable Corte puede, como lo ha
hecho en otros casos, acudir a normas d'al Protocolo de San Salvador y de otros
Instrumentos sobre los cuales no tiene competencia contenciosa, -pero que forman parte del
corpus juris'8 de los derechos humanos, no para aplicaños Y declarar Su violación, sino para
utilizarlos como guía de Interpretación al fiJar el contenido y alcance de los derechos
convencionales sobre los que tiene competenéla~

Esto, de hecho, ha ocurrido en ;~¡tl'Íradas oportunidades, en la jurisdicción
contenciosa de la Corte Interamelicana. Por ejemplo, en el caso Baena Ricardo y otros vs.
Panamá, la Honorable Corte tomó en cuenta tanto el Protocolo de San Salvador como el
Convenio N° 87 de la Organización IntemaCio·naldel Trabajo (OIT) relativo a la Libertad
Sindical y a la Protección del Derecho de Sindicación, para determinar el contenido del
artículo 16 de la Convención Americana'".

En el caso Huilca Tecse vs. Perú, la· "corte también acudió al protocolo de San
Salvador y·al Convenio No 87 de la OIT para Interprel;ar el artículo 16 de la Convención'o,

Otro ejemplo relacionado con el uso poda Corte del Protocolo de San Salvador como
criterio interpretativo, es el caso ya mencionado de lái> niñas Yean y Boslco vs. República
DominIcana, en el que afirmó que de acuerdo con el deber de protección especial de los
niños, interpretado "a la luz de la Convención. para los O'erechos del Niño Y del Protocolo
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos
Económicos, Sociales Y Culturales, en relaciÓn con el deber de desarrollo progresivo
contenido en el artículo 26 de la Convención, el Estado debe proveer educación primaria
gratuita a todos los menores, en un ambiente y condiciones propicias para su pleno

13 En su Opinión Consultiva OC-I6, la Honorable Corte señaló que "(El] corpus juris del Derecho InternacÍonal de
los De1]chos Humanos está fonnado por un conjunto de instrumentos internacionales de contenido y efectos
juridicos variados (tratados, co"venios~ resoluciones y declaraciones). Su evolución dinámica ha ejercido un impacto
positivo en el Dereoho Internacional, en el sentido de afinnar y desarrollar la aptitud de este último para regular las
relaciones entre Jos Estados y Jos seres humanos bajo sus respectivas jurisdicciones. Por lo tanto, esta Corte debe
adoptar un criterio adecuado para considerar la cuestión sujeta a examen en el marco de la evolución de los derechos
fundamentales de la persona humana en el derecho internacional contemporáncol8• Ha indicado~ asjmjsmo~que esta
orientación tiene una especial importancia para el Dereci:'o Internacional de los Derechos Humanos, cuyos avances
sustantivos se han producido sobre la base de una interpretación dinámica y evolutiva de Jos instrumentos
internacionales de protección.
19 Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs_ Panamá. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C. No. 72, párr.
158. . ..
'o Corte IDH. Caso Hui/ca Tecse VS. Perú. Sentencia de 3 de marzo de 2005. Serie C. No 121, párr. 74.
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desarrollo intelectual"". Es decir, la Corte encontró que la obligación de los Estados de
brindar educación primaria gratuita a los menores, forma parte dei deber de protección
especial de los niños, contenido en el articulo 19 de la Convención Amencana, interpretado
a la luz del Protocolo de San Salvador, entre otros instrumentos, y del deber de desarrollo
progresivo contenido en el artículo 26 de la Convención. En el caso en comento, no
obstante, la Corte no se pronunció sobre la violación del derecho a la educación contenido
en el Protocolo de San Salvador, respecto de las niñas Vean y 80slco, dado que la República
Dominicana no había ratificado dicho protocolo.

En su sentencia en el 0350 de la MasaCre 'de' Mapiripán vs. Colombia, esta Honorable
Corte, respecto de la utilidad interpretativa de tratados sobre los cuales no tíene
competencia contenciosa, sel'lal6 que "[s]1 bIen es claro que la atribución de responsabilidad
internacional bajo las normas de Derecho Internacional Humanitario no puede ser
declarada, como tal, por este Tribunal", dichas normas son útiles para la interpretación de
la Convención", al est"blecer la responsabilidad estatal y otros "spectos de las violaciones
alegadas en el presente caso"".

La representación de las víctimas relterá, un" vez más, que no ha solicitado a la
Honorable Corte que establezca en este caso la violación de derechos contenidos en el
Pmtocolo de San Salvador respecto de los cú,lIes los Estados Parte no la han otorgado
competencia contenciosa a la Corte. Le hemos solicitado, sí, que concluya qUé en el
presente caso se ha configurado una vlolacipn del artículo 26 de la Convención, para cuya
Interpretación y aplicación la Corte puede tener'en cuenta las normas del Protocolo de San
Salvador y de otros instrumentos de la misma naturaleza sobre los cuales esta Corte no
tiene competencia contenciosa, pero que forman parte del corpus juris de los derechos
humanos.

6. Los 'derechos económic:os, ~i~¡es y culturales también deben
protegidos por el Sistema Interamericano

Como han mencionado un sinnúmero ,,~~ 'autores, los derechos económicos, sociales
y culturales son derechos humanos que "nacen de la dignidad humana y son, por ende,
inherentes a la persona humana"". Deben ser considerados, por ello, derechos humanos de
igual naturaleza, jerarquía e importancia que los derechos civiles y políticos, puesto que, tal
como lo anticipó en 1969 el Preámbulo de la Convelición Americana sobre Derechos
Humanos, "sólo puede realizarse el ideal del ser humano libre, exento de temor y de la
miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus [DESe], tanto
como de sus derechos civiles y políticos"". Así lo reiteró también el Preámbulo del Protocolo
de San Salvador, hace veinte años", y así lo han reiterado constantemente las sucesivas

ZI Corte IDJ-L Caso de las m'ñas Vean y Bosico vs. Rept1blica Dominicana. Sentencia de 8 de septiembre de 2005.
Serie c;,No 130, párr. 185. '
22 Cfr. Caso Hermanas Serrano Cnrz. Excepciones Pre.lfminares, supra nota 181, pátr. 108, Y Casó Las Palmeras.
Excepdones .preliminares. Sentencia de 4 de febrero de 2000. Serie e no. 67, párr. 33.
2) Cfr. Caso Hermanas Serrano Cruz. Excepciones Preliminares, supra nota 18], párr. 119; Caso Las Palmeras.
Excepciones Preliminares. Sentencía de 4 de febrero de 2000. Serie e No. 677 párrs. 32 a 34, y Caso Bámaca
Velásquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie e No. 70~ páns. 20S a 209.
M COrte lDH. Caso de la Masacre de Mapiripán. Sentencia de 15 de Septiembre dc 2005. Seríe C No 134, párr. 115.
2S Salvioli) Fabián, HLa protección de los derechos económicos) sociales y culturales en el sistema interamericano de
derechos humanos", en Revista 1lDH, vol. 39> San José,. 2004, p. 102_
:t6 Preámbulo do la Conv~noiónAttlcrlca.na sobre DereohOl'J HumanoD) considerando 4,
27 Protocolo Adidona.i a la Convención A.mtri&Ui5 SGtJ."'G De~hcs Hum:'.mos en materia d~ d~r~hQ§ econóJTlicos,
sociales y culturales (Protocolo de San Salvador). Preámbulo. Tercer Considerado: "Considerando la estrecha
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Conferencias Mundiales de Derechos Humanos convocadas por las Naciones Unidas durante
los últimos cuarenta años, que no han hecho sino reafirmar esta idea.

En su Declaración Final, por ejemplo, la Conferencia Internacional de Derechos
Humanos de Teherán (1968) proclamó que "los derechos humanos y las libertades
fundamentales son indivisibles, [y que] la realización de los derechos civiles y políticos sin el
goce de los derechos económicos, sociales y culturales resulta imposible"'·. Y el párrafo 5
de la Declaración y Programa de Acción de Viena, aprobada por la Conferencia Mundial de
Derechos Humanos de 1993, señaló, por su' parte, que: "[t]odos los derechos humanos son
universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí. La comunidad
internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera justa y
equitativa, en pie de igualdad y dándoles ,a todos el mismo peso".

En nuestro ámbito regional las cOsas' :~¿ han sido diferentes. La Carta Democrática
Interamerlcana, aprobada por la Asamblea:' General de la Organización de Estados
Americanos (OEA), a Instancias preclsame'rite' del Perú, el año 2001, adhiere a una
concepción sustancial de la democracia que resalta la Importancia de los derechos
económicos, sociales y culturales para la cOnsolidación de la misma y los considera de igual
relevancia y jerarquía que los derechos civiles"ypolítlcos'9.

Por su parte, la Carta Andina para':':í~Promoción y Protección de los Derechos
HumanOS del 20 de julio de 2002, de la qüe"e¡'Peru es parte, hace otro tanto, cuando refiere
en su artículo 13 que "Los pueblos andinos tienen 'derecho a la democracia y sus gobiernos
la obligación de promovena y defenderla; :pára lograr la plena realización de todos los
derechos civiles y políticos, económicos, soCiales y culturales, y el derecho al desarrollo".

La Carta de la OEA, reformada por el'pi~toi:olode Buenos Aires (1967), hace directa
referencia a los derechos económicos, soclaies"y culturales en varios de sus artículos, entre
los que se destacan el 33 (desarrollo de un 'orde,,' económico y social justo), el 34 (objetivos
del desarrollo integral), el 44 (principios de 'la' cooperación técnica y financiera), el 45
(principios del orden social justo con desarrollo económico) y el 48 (principios sobre
necesidades educacionales, investigación clentiflCa y tecnológica, patrimonio cultural). Y en
el Sistema Interamericano de protección de los Derechos Humanos, los mismos derechos
han sido reconocidos, entre otros, por la' 'cartá Interamericana de Garantías Sociales
(1948), la Declaración Americana de Derechos y Oeberes-.del Hombre (1948), la Convención
Americana sobre Derechos Humanos (1969) y su Protocolo Adicional en materia de
derechos económicos, sociales y culturales'o "Protocolo de San Salvador" (1988). Existe
entonces un amplio marco normativo pára"ásegürar su protección. De hecho, tal como ha
sido mencionado arriba, en algunas ocasiones" algunos de estos instrumentos han sido
empleados por la Comisión y por la Corte como 'fundamento de sus decisiones.

relación que existe entre la vigencia de los derechos ~~~6rilicos: sociales y culturales y la de los derechos civiles y
políticos. por cuanto las diferentes eategorfas de dereehos'consii'iuyen un todo indisoluble que encuentra su base en
el reconocimiento de la dignidad de la persona human'a::,. por lo cual exigen una tutela ypromoción pennanente con
el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda'JuStifiearse la violación de unos en sras de la realización
de otros~l.

~8 Conferencia Internacional de Derechos Humanos de Teh~r:án (1968). Proclamación final, artfculo 13.
29 Carta Democrática Interamericana,. aprobada por la Asamblea General de la Organización de Estados Ameñcanos
(OEA) celebrada en Líma1 Perú, el 11 de septiembre de'"200L Artículo 13: "La promoción y observancia de Jos
derechos económicos, sodales y culturales son consustailciales al desarrollo integral, al crecimiento económico con
equidad y a la consolidación de la democracia en los Estad~s"(jet Hemisferíon

•
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En cuanto a la Convención Americana, el artículo 26 dispone espedficamente que:

"Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr
progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la
[OEAJ, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recUrsos
disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados". A este respecto, autores como
Víctor Abramovlch (hoy miembro de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos) y
Julieta Rossl han destacado que el artículo 26 de la Convención alude claramente a la
"adopción de medidas" para dar "plena efectividad" a "derechos"30. Por ende, su
interpretaCión literal permite concluir que esta norma no se limita a enunciar meros
objetivos programáticos, sino que consagra obligaciones específicas para proteger derechos.

En concordancia con este criterio, .ia Comisión Interamericana ha expresado en
reiteradas oportunidades que el artículo 26 de la COnvención impone a los Estados partes de
la Convención i) la obligación de determinar. las medidas adecuadas y ii) que ~[eJI principio
del ·desarrollo progresivo establece Que tales medidas se adopten de manera constante y
conslstentemente prOmuevan la plena efectividad de [los] derechos"". Asimismo, con
ocasión de su Tercer Informe sobre la situación de los derechos humanos en Colombia,
refiriéndose a las obligaciones de los Estados respecto a los derechos económicos, sociales y
culturales reconocidos en la Declaración y en la Convención, señaló que "[eJI carácter
progresivo del deber de realización de algunos de estos derechos, según lo reconocen las
propias normas citadas, no implica que Cofombia pueda demorar la toma de todas aquellas
medidas que sean necesarias para hacerlós efectívos. Por el contrario, Colombia tiene la
obligación de iniciar inmediatamente el proceso encaminado a la completa realización de los
derechos contenidos en dichas normas. Bajo ningún motivo, el carácter progresivo de los
derechos significa que Colombia puede diferir indefinidamente los esfuerzos desplegados
para su completa realización"32.

Estos criterios coinciden y refuerzan, además, los expresados en el marco del
sistema universal de protección de los derechos humanos, entre otros, por el Comité de
Derechos Fconómlcos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, conforme a los cuales
los derechos económicos, sociales y culturales Involucran un deber general de asegurar la
progresiva efectividad y no regresividad de ta.les derechos asi como obligaclones inmediatas
en algunas esferas, tales como la no dIscriminación y la adopción de medidas para su
realización, que no pueden retrasarse indefinidamente siiio que deben ser enfrentadas con.
medidas actuales que, de no adoptarse, generan responsabilidad Internacional del Estad033 .

3() Abramovich. Vlotor y Rossi, Julieta,. "La tutela de Jos derechos económicos, sociales y culturales en el artículo 26
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos'" en Manin, Claudia, Rodñguez. Pinzón, Diego y Guevara.
José A. (comps.), Derecho Internacional de los Derechos Humanos, México. Fontamara, 2004.
JI Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la situación de los derechos humanos en
Ecuador. 1996, p. 25 Y Tercer informe sobre los derechos humanos en Paraguay. 200 l. párr. 19,
.n Comisión lnteramericana de Derechos Humanos. Tercer ¡fÚorme sobre Ja situación de los derechos humanos en
ColomGia (1999, párr. 6).
JJ Comité de Derechos Económícos~ Socia.les y CUlturales de la ONU (CDESC)~Observación General N° 3: «La
principal obligación en lo que ataf'íe a resultados que se refleja en el párrafo 1 del artículo 2 es la de adoptar medidas
"para lograr progresivamente... la plena efectividad de los d~rechos reconocidos [en el Pacto]". El concepto de
progresiva efectividad constituye un reconocimiento del hecho de que la plena realización de los derechos
económicos, sociales y culturales en general no podrá logTa.rse en un breve periodo de tiempo. En este sentido~ la
obligación difiere de manera importante de la que figura en el articulo 2° del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, e íncolpora una obligación inmediata de respetar y garanNzar todos los derechos pertinentes.
Sin embargo, el hecho de que la ejéctivídad a Jo largo delliempo. o en otras palabras progresivamente, se prevea
en relación con el Pacto no se ha de interpretar equivocadamente como que priva a la obligación de todo coneenido
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Como señaló el ex juez de la Corte Interamerlcana, Dr. Rodolfo E. Piza Escalante, en
su Voto Razonado a la Opinión Consultiva OC-4/84,

"(L)a distinción entre derechos civiles y pollticos y [DESC). obedece meramente a razones
históricas y no a diferencias de naturaleza Jurídica de unos y otros; de manera que, en realidad,
lo que importa es distinguir, con un criterio téCnico jurldico. entre derechos subjetivos plenamente
eXigibles, valga decir, "exigibles directamente por sI mismos", y derechos de carácter progresivo,
que de hecho se comportan más bien como derechos reflejos o Intereses legitlmos, es decir,
"exigibles indirectamente", a través de exigencias positivas de carácter político o de presl6n, por
un lado, y de acciones jurídicas de Impugnacl6n de lo que se les oponga o de lo que los otorgue
con discriminación, Los cmerios concretos para determinar en cada caso si se trata de unos U
otros derechos, son circunstanciales e históricamente condicionados, pero si puede afirmarse,
en general, que cuando quiera que se concluys en que un determinado derecho fundamental no
es directamente exigible por sí mismo, se está en presencia de uno al menos exigible
Indireotamente y de realiZación progresiva. Es asl como los principios de 'desarrollo progresivo'
contenidos en el articulo 26 de la (CADH]. si bien literalmente referidos a las normas
económicas, sociales y sobre educacIón, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la [OEAJ,
deben [...1entenderse aplicables a cualquiera de los derechos 'civiles y pollticos' oonsagrados en
la (CADHJ, en la medida y aspectos en que éstos no resulten razonablemente exigibles por sI
mismos, y viceversa. que las normas' de la propia [CADH) deben enlenderse aplicables
extensivamente a los llamados (DESC) en la medida y aspectos en que éstos resulten
razonablemente exigibles por si mismos (como ocurre, por ejemplo, con el derecho a huelga). En
mi conoepto, esta interpretación flexible y reciproca de las normas de la [CADH] con otras
internacionales sobre la materia, e inclusive con las de la legislación nacional, se conviene oon
las 'normas de Interpretaci6n' del articulo 29 de la misma:""

No merlos tajante al respecto ha sido, también, el ex Juez y también ex Presidente
del Tribunal Interamericano, Augusto Can<;ado Trindade en su Voto Razonado proferido con
ocasión de la sentencia recalda en el éaso cinco PensIonIstas vs. Perú: "[... ] todos los
derechos humanos, Inclusive los derechos económiCos, sociales y culturales, son pronta e
Inmediatamente exigibles y justiciables, una vez que la Interrelación e indivisibilidad de todos
los derechos humanos se afirman en los planos 'no sólo doctrinal sino también operativo, - o
sea, tanto en la doctrína como en la hermenéutica y la aplicación de los derechos humanos"...
significativo. Por una parte, se requiere Wl dispositivo de flexibilidad necesaria que refleje las realidades del mundo
re.1 y I.s dificultades que Implica para cad. país el asegurar la plena efectividad de los derechos económicos,
sociales y culturales. Por otro parte. la frase debe interpretarse a la luz del objetivo general, en realidad la razón de
ser. del Pacto, que es establecer claras obligaciones para Jos Estados Partes con respecto a la plena efectividad de los
derechos de que se trata. Este impone así una obligació1} de proceder lo más expedita y eficazmente posible oon
miras a lograr ese objetivo. Además~ todas Jas medidas de carácter deliberadamente retroactivo en este aspecto
requerirán la consideración más cuidadosa y deberánjusÍijicarse ple.namente por reftrencia a la totalidad de los
derechos previstos en el Pacto y en el contexto del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se
dispo"ga. "Parágrafo 9, [Énfasis agregado]
34 Corte IDH. Propuesta de Modificación a la Constituoi~n Política de Costa R.ica Relacionada con la
Naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A No. 4* Voto separado del Juez
Rodolfo E. Piza Escalante) párr. 6. .
3.5. Sobre el mismo tema ver A_A. Canyado Trindade;. La Cuesti6n de la Protección Internacional de los Derechos
Económicos. Sociales y Culturales: Evolución y Tendencias Actuales, San José de Costa Rica. IúJH (Serie para ONGs)
vol. 6), 1992, pp. 1-61; A.A. Can<¡ado Trindade, "La question de la protection ¡ntemationale des droilS économiques,
sociaux et oulturels: évolution et tendances actUelles"~ 44 Boletim da Scciedade Brasi/eira de Dlre/lo Internacional
(1991) pp. 13-41; AA. Can<;ado Trindade, "La Protección Internacional de los Derechos Económicos, Sooi.les y
Culturales en el Final del Sjglo"~ ;'1 El Derecho Inrernacional en un Mundo en Transformación - Llber Amicorum en
Homenaje al Pro}: E. Jlmáne.z de Aréchaga, vol. 1, Montevideo~ Fundación de Cultura Universitaria,. 1994~ pp. 345-363;
A.A. Caneado Tríndade, El Derecho Internacional de los Derechos Humanos en el Siglo XXJ~ la. ed., Santiago) Editorial
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La delimitación de cuáles son los derechos económicos, sociales y culturales a los

que se refiere el artículo 26 de la Convención ha sido adelantada por esta Honorable Corte
en su Opinión Consultiva OC-10/, al señalar que la Declaración Americana determina los
derechos a los que se refiere la Carta de la OEA, de modo que los derechos sociales
protegidos por la Carta a Que se refiere el artículo 26, serían aquellos contenidos en la
Declaración Americana36

•

No obstante los avances del derecho internacional de los derechos humanos de
comienzos del siglo XXI, expresados en un entendimiento cada vez más generalizado de los
derechqs económicos, sociales y culturales como "verdaderos derechos" y no solo como
directrices programáticas u orientaciones de política pública basadas en el reconocimiento
genérico de derechos subjetivos dotados-sin embargo- de dudosa justlciabilidad, se ven
menoscabados, lamentablemente, por el desequilibrio que sigue imperando en el ámbito de
protección jurisdiccional respecto de sus pares civiles y políticos. Un desafío que no ha sido,
ni es, ajeno a la labor de esta Honorable Corte.

Ya hace cinco años, en su Voto Razonado proferido con ocasión de la sentencia de la
Corte en el caso Cinco Pensionistas, el igualmente ex Presidente de este Tribunal, Dr. Sergio
García Ramírez, dijo:

"Cabe suponer que la Corte podrá examinar esta relevante materia [los DESC] en el futuro.
Habrá ocasión, pues, de subrayar de nueva cuenta le jerarquía de esos derechos, que no tienen
menor rango que los civiles y pollliCOS. Eil rigor, ambas categorlas se complementan
mutuamente y constituyen, en su conjunto~ el "estatuto básico" del ser humano en la hora actual.
El Estado, comprometido a observar sin. candlción ni demora los derechos civiles y políticos,
debe aplícar el mayor esfuerzo a la pronta y completa efectividad de los derechos económicos,
sociales y culturales, disponiendo para ello de los recursos a su alcance y evitando retrocesos
que mermarlan ese "estatuto básico". [...¡A mi juicio, el tema no se resume en la mera existencia
de un deber a cargo del Estado, que deberá orientar sus tareas en el sentido que esa obligación
establece, teniendo a los individuos camó simples testigos a la expectativa de que el Estado
cumpla el deber que le atribuye la Convención. ·Esta constituye una normativa sobre derechos
humanos, precisamente. ·no apenas sobre obligaciones generales de los Estados. La existencia
de' una dimensión individual de los dereeho.s sustenta la denominada "justiciabilidad" de aquellos,
que ha avanzado en el plano nacional y liene un amplio horizonte en el internacional".37

La difícil situación que atraviesa la· tutela del ejer.cicio de los derechos económicos,
sociales y culturales para una vasta mayorla de la población americana demanda de los
órganos Interamericanos de protección de los derechos humanos una interpretación
evolutiva de todos los derechos contenidos en la Convención, incluyendo naturalmente los
protegidos por su artículo 26; En el siglo XXI, la Convención Americana debe ser
considerada como un verdadero instrumento vivo, cuya Interpretación, como ha señalado
esta Honorable Corte "tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de
vida actuales,,3".

•
Jurldica de Chile, 2001. pp. 91-142. entre varjos otros escritos.
" Centro por la Justícia y el Derecho Internacional (CEJrL). La protección de los derechos económicos, sociales y
culturales y el Sistema Interamericano. San José, Costá Rica, 2005, pág, 75.
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Lo dicho explica que en el escntó de solicitudes, argumentos y pruebas hayamos
pedido a este Tribunal que aplique el artículo 26 a este caso y en la sentencia interprete y
dé contenido al mandato de desarrollo progresivo de los derechos económicos, sociales y
culturales consagrada en el artículo 26 de la Convención Americana, en relación con los
derechos de las 273 víctimas que fueron amparados por las sentencias proferidas por el
Tribunal Constitucional el 21 de octubre de 1997 y el 26 de enero de 2001.

Solicitamos a usted, finalmente, Señor Secretario de esta Honorable Corte, dar por
oportunamente absuelto el trámite de presentación de alegatos escritos sobre la excepción

.preliminar Interpuesta por el Estado del Pero.

Agradeciendo la atención dispensada al presente escrito, nos valemos de la
oportunidad para reiterarle las muestras de rr-i especial consideración.

Atentamente,

ujica PeJ:lt
Repl'03O nt& d&-f1l'3Víatl
caso lnt9graote5 de la As clael6n do Cesantes
y ,JubIlados do la Conr.rc:a oria Gil;}neral do la
República V$. Pero.

jLMa-"",d.¿
~
Isabel Acevedo León
ProsIdenta dé la
A$oclacJón de CG3antvs Y Jubilados
efo la Contmlorb: Geneml de la Ropú
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